	II. EXPEDIENTE D-8167 - SENTENCIA C-273/11 (Abril 12)
M.P. María Victoria Calle Correa


 
1. Norma acusada
LEY 1382 DE 2010 
(febrero 9)
Por la cual se modifica la Ley 685 de 2001, Código de Minas 
ARTÍCULO 3o. El artículo 34 de la Ley 685 de 2001 quedará así: 
Artículo 34. Zonas excluibles de la minería. No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en zonas declaradas y delimitadas conforme a la normatividad vigente como de protección y desarrollo de los recursos naturales renovables o del ambiente. 
Las zonas de exclusión mencionadas serán las que han sido constituidas y las que se constituyan conforme a las disposiciones vigentes, como áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales, parques naturales de carácter regional, zonas de reserva forestal protectora y demás zonas de reserva forestal, ecosistemas de páramo y los humedales designados dentro de la lista de importancia internacional de la Convención Ramsar. Estas zonas para producir estos efectos, deberán ser delimitadas geográficamente por la autoridad ambiental con base en estudios técnicos, sociales y ambientales. 
Los ecosistemas de páramo se identificarán de conformidad con la información cartográfica proporcionada por el Instituto de Investigación Alexánder Von Humboldt. 
No obstante lo anterior, las áreas de reserva forestal creadas por la Ley 2ª de 1959 y las áreas de reserva forestales regionales, podrán ser sustraídas por la autoridad ambiental competente. La autoridad minera al otorgar el título minero deberá informar al concesionario que se encuentra en área de reserva forestal y por ende no podrá iniciar las actividades mineras hasta tanto la Autoridad Ambiental haya sustraído el área. Para este efecto, el concesionario minero deberá presentar los estudios que demuestren la adecuada coexistencia de las actividades mineras con los objetivos del área forestal. 
Efectuada la sustracción, la autoridad minera en concordancia con las determinaciones ambientales establecidas, fijará las condiciones para que las actividades de exploración y explotación propuestas se desarrollen en forma restringida o sólo por determinados métodos y sistemas, de tal forma que no afecten los objetivos del área de reserva forestal no sustraída. 
El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial establecerá los requisitos y el procedimiento para la sustracción a que se refiere el inciso anterior. Igualmente establecerá las condiciones en que operará la sustracción temporal en la etapa de exploración. 
PARÁGRAFO 1o. En caso que a la entrada en vigencia de la presente ley se adelanten actividades de construcción, montaje o explotación minera con título minero y licencia ambiental o su equivalente en áreas que anteriormente no estaban excluidas, se respetará tales actividades hasta su vencimiento, pero estos títulos no tendrán opción de prórroga. 
PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial una vez entrada en vigencia la presente ley, en un término de cinco años, redelimitará las zonas de reserva forestal de Ley 2ª de 1959; en cuanto a cuáles son protectoras y cuáles no procurando la participación de la autoridad minera y de los demás interesados en dicho proceso. 
PARÁGRAFO 3o. Para la declaración de las zonas de exclusión de que trata el presente artículo se requerirá un concepto previo no vinculante del Ministerio de Minas y Energía. 
 
2. Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el artículo 3º de la Ley 1382 de 2010, por los cargos analizados en la presente sentencia. 
 
3. Fundamentos de la decisión 
En el presente caso, la Corte examinó el trámite surtido por el artículo 3º de la Ley 1382 de 2010, por la cual se modificó el Código de Minas, con el objeto de determinar si se habían desconocido los principios de consecutividad e identidad flexible, por tratarse de un artículo nuevo introducido por la Plenaria de la Cámara de Representantes. 
La Corte reafirmó los lineamientos jurisprudenciales referentes a los mencionados principios, a partir de las reglas constitucionales establecidas en los artículos 157, 158, 160 y 169 y el Reglamento del Congreso (arts. 160 y ss.), conforme a las cuales: (i) el principio de consecutividad exige que los proyectos de ley se tramiten en cuatro debates de manera sucesiva en las comisiones y en las plenarias de las cámaras legislativas, salvo las excepciones constitucionales o legales; (ii) el principio de identidad flexible o relativa supone que el proyecto de ley que cursa en el Congreso sea el mismo durante los cuatro debates parlamentarios, bajo el entendido que las comisiones y las plenarias de las cámaras pueden introducir modificaciones al mismo (art. 160 C.P.) y que las discrepancias entre lo aprobado en una y otra cámara se pueden superar mediante un trámite especial de conciliación por comisiones de mediación designadas por las cámaras, sin que implique repetir todo el trámite; (iii) el principio de unidad de materia sirve para establecer si durante el trámite legislativo se ha observado o no el principio de identidad, de modo que los cambios que se introduzcan al proyecto de ley durante su trámite versen sobre la misma materia general del proyecto. La jurisprudencia ha sostenido que el concepto de unidad temática es amplio, en aras de respetar el principio democrático y el margen de configuración del legislador. No obstante, esa amplitud del principio de identidad flexible o relativa no admite cualquier adición a un proyecto de ley, sino que debe tener una relación de conexidad con la materia general, clara, específica, estrecha, necesaria y evidente, de suerte que si la adición tiene autonomía normativa propia y no es de la esencia de la institución debatida en las etapas anteriores, la adición sería inconstitucional. 
Según lo indicado en la exposición de motivos del proyecto de ley de iniciativa del Gobierno Nacional, que culminó en la aprobación de la Ley 1382 de 2010, su propósito era introducir una serie de reformas al Código de Minas, Ley 685 de 2001, en la medida que había transcurrido un tiempo prudencial para evaluar la política legislativa y era posible corregir las deficiencias detectadas y fortalecer las autoridades mineras en el ejercicio de sus competencias, especialmente, en cuanto a su deber de administrar de manera racional y responsable los recursos mineros de propiedad del Estado, acorde con la preservación del medio ambiente. Así mismo, el proyecto de ley propuesto respondía a la evidencia que confirma la “urgencia de implantar en la administración de la importante riqueza minera de nuestro país criterios técnicos y económicos en la asignación y contratación de áreas”, con el fin de “lograr una mejor y más racional explotación de los recursos mineros, acorde [i] con la preservación del medio ambiente, [ii] beneficios para la economía nacional y [iii] en condiciones de mayor seguridad para los compatriotas que trabajan en las minas. En esencia, el objetivo fundamental de la reforma al Código de Minas es que la explotación de los recursos naturales no renovables se haga dentro de un concepto integral de desarrollo sostenible y de fortalecimiento económico y social del país. 
En ese contexto, la Corte verificó que si bien es cierto que la ponencia para primer debate en la Comisión Quinta del Senado no incluyó un texto específico que modificara el artículo 34 del Código de Minas concerniente a las zonas de exclusión minera, ni tampoco la ponencia para segundo debate en el Senado, la cuestión relativa a la explotación minera en un marco ambientalmente sano siempre estuvo presente a lo largo de los cuatro debates. Es por ello, que no resultó sorpresivo que la plenaria del Senado decidiera incluir de manera más precisa aquellas zonas ambientalmente protegidas, que debían quedar excluidas de manera expresa de la posibilidad de explotación minera. 
De esta forma, la Corte encontró que el texto del proyecto de ley aprobado por el Senado de la República en pleno, incluyó una modificación al inciso segundo del citado artículo 34, precisamente con el objeto de incluir como zonas excluidas de la minería, junto a las reservas forestales, los “paramos y humedales designados o que se designen de importancia internacional por la Convención Ramsar”. La decisión de la plenaria del Senado no fue improvisada, sorpresiva o arbitraria. Respondió a una preocupación clara y declarada de un asunto que fue discutido en cada uno de los debates anteriores y como se puede apreciar al examinar el curso de los debates, fue el fruto del trabajo conjunto de varios senadores, tanto para presentar la propuesta, como para pulir y definir la redacción específica del texto normativo. La Corporación verificó que la plenaria del Senado debatió, deliberó y finalmente, decidió proteger los páramos y los humedales de forma más clara y decidida, consciente del impacto que las normas y modificaciones propuestas para impulsar el progreso y desarrollo de la minería pueden tener en el respeto, protección y garantía de varios derechos constitucionales, en especial en el medio ambiente y en derechos íntimamente ligados a éste, como son el agua, la vida, la salud o el mínimo vital en condiciones de dignidad. 
Posteriormente, en la Comisión Quinta de la Cámara de Representantes, en ejercicio de la facultad que le otorga el artículo 160 de la Carta Política, introdujeron algunas modificaciones al texto del artículo aprobado en el Senado. A su turno, la plenaria de la Cámara, también introdujo nuevos ajustes a la disposición, con el propósito de lograr los cometidos propuestos, relativos a la protección y salvaguarda de los páramos y los humedales, sin que ello implique el desconocimiento de derechos adquiridos cuando, conservando el ambiente, puedan ser reconocidos y protegidos. Finalmente, la Comisión de Conciliación presentó un texto que fue aprobado por las plenarias de las cámaras.
A juicio de la Corte, el artículo 3º de la Ley 1382 de 2010 no vulnera los principios de consecutividad y de identidad flexible, por cuanto fue una modificación introducida en desarrollo de la atribución que el artículo 160 de la Constitución le confiere a las cámaras, concerniente a una cuestión que tiene una clara conexidad temática con los objetivos del proyecto de ley y que hace parte del contenido temático del mismo, es decir, que no se trataba de un asunto nuevo, ajeno al sentido y finalidad del mismo. Por consiguiente, procedió a declararlo exequible, por los cargos analizados.
